[image: image1.jpg]ALCALDIA MAYOR

DE BOGOTAD.C.
HABITAT

Unidad Administrativa Especial de
Servicios Publicos




[image: image1.jpg]

MANUAL DE FORMULACIÓN E IMPLEMENTACIÓN DE POLITICAS DE PREVENCIÓN DEL DAÑO ANTIJURÍDICO

COMITÉ DE CONCILIACIÓN Y DEFENSA JUDICIAL 

SUBDIRECCIÓN DE ASUNTOS LEGALES 

Contenido
3INTRODUCCIÓN


51.
DEFINICIÓN DE POLÍTICA DE PREVENCIÓN DEL DAÑO ANTIJURIDICO


62.
METODOLOGÍA PROPUESTA PARA LA FIJACIÓN E IMPLEMENTACIÓN DE POLÍTICAS DE DAÑO ANTIJURÍDICO EN LA UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE SERVICIOS PÚBLICOS UAESP.


72.1
CLASIFICACIÓN DE LAS CAUSAS DE LAS DEMANDAS


72.2
IDENTIFICACIÓN DE LAS CAUSAS DE LA DEMANDA, LOS CASOS DONDE SE REQUIERA CORREGIR PROBLEMAS Y DISEÑAR MEDIDAS.


82.3
IMPLEMENTACIÓN DE LAS MEDIDAS CORRECTIVAS E INSTITUCIONALIZACIÓN DE LAS MISMAS.


82.4 CONCLUSIONES


93.
DEFINICIÓN DE LA CAUSA PRIMARIA DEL DAÑO ANTIJURÍDICO DE LA UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE SERVICIOS PÚBLICOS UAESP


103.1 Clasificación de las causas de las demandas interpuestas contra la Unidad Administrativa Especial de Servicios Públicos UAESP.


143.2 Identificación de problemas planteado en las demandas interpuestas contra la Unidad Administrativa Especial de Servicios Públicos UAESP.


183.3 DISEÑO DE LAS POLÍTICAS DE PREVENCIÓN DEL DAÑO ANTIJURÍDICO EN LA Unidad Administrativa Especial de Servicios Públicos UAESP.


193.3.1 POLITICA DE UNIFICACIÓN DE POSICIONES Y CRITERIOS INSTITUCIONALES.


233.3.2 POLITÍCA DE APLICACIÓN ESTRICTA DE LAS NORMAS DE CONTRATACIÓN PÚBLICA EN LOS PROCESOS CONTRACTUALES QUE ADELANTE LA UNIDAD.


243.3.3 DERECHOS DE LAS MUJERES Y VIOLENCIA DE GÉNERO.


273.3.4 RETIRO DE FUNCIONARIOS


284.
ADOPCIÓN POLITICAS DE PREVENCIÓN DEL DAÑO ANTIJURIDICO




INTRODUCCIÓN

Las políticas de prevención del daño antijurídico tienen sustento en lo señalado en el artículo 90 de la Constitución Nacional, según el cual, el Estado responde patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, causados por acción o la omisión de las autoridades públicas, caso en el cual, se determine que la conducta del agente estatal sea dolosa o gravemente culposa el Estado le corresponde repetir contra éste. 
De igual manera, el Decreto 654 de 2011 "Por el cual se adopta el Modelo de Gerencia Jurídica Pública para las entidades, organismos y órganos de control del Distrito Capital.", establece aspectos de relevancia para la construcción de políticas de prevención del daño antijurídico, a saber: 

1. Define la política de prevención del daño antijurídico, desde una doble perspectiva: UNA INTERNA, que abarca la eficacia y eficiencia en el desarrollo de las actividades misionales y otra EXTERNA, que busca orientar la actividad particular garantizando el cumplimiento de la legislación vigente que les es aplicable.
2. Establece que
 las entidades y organismos públicos distritales incorporarán en los planes de acción anuales la implementación de instrumentos y estrategias para la Prevención del Daño Antijurídico en las prácticas administrativas distritales, definiendo e implementado políticas para tal efecto si a ello hubiere lugar, reduciendo a su vez el riesgo litigioso potencial. 

3. Señala varias etapas
 para la definición de las políticas de prevención del daño antijurídico, las cuales comprenden: Sensibilización, diagnosis del comportamiento de la entidad en materia de responsabilidad por daño antijurídico, inventario de causas de daño antijurídico imputable a la entidad, elaboración de un mapa de fuentes de daño antijurídico, formulación e implementación de estrategias de fortalecimiento, seguimiento y retroalimentación.

Así mismo, el Decreto 1716 de 2009 compilado en el Decreto 1069 del 26 de mayo de 2015
, recogido en el Decreto Distrital 690 de 2011, define el Comité de Conciliación, como la instancia administrativa que actúa en sede de estudio, análisis y formulación de políticas sobre prevención del daño antijurídico y defensa de los intereses de la Entidad, señala dentro de las funciones de dicho órgano, la de formular y ejecutar dichas políticas, así como diseñar las políticas generales que orientarán la defensa de los intereses de la Entidad. 
Por ende, este documento identificará los hechos generadores de daño antijurídico, las deficiencias administrativas o misionales que originan reclamaciones en contra de UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE SERVICIOS PÚBLICOS UAESP, de acuerdo con la metodología propuesta en el presente documento, para de esta forma, establecer el procedimiento a seguir para la formulación, evaluación e institucionalización de las acciones que debe adoptar para reducir los riesgos y costos de enfrentar un proceso judicial. 

Lo anterior, para contribuir a la reducción de demandas en contra de la Entidad en el mediano plazo y a la disminución en los pagos realizados por concepto de sentencias y conciliaciones, lo que redunda en el fortalecimiento de la defensa jurídica del Distrito Capital en sus diversos componentes, incluida la política de prevención del daño antijurídico. 

Por consiguiente en el presente documento se formulan políticas de prevención del daño antijurídico con el fin de evitar que con las actuaciones administrativas y la toma de decisiones en las distintas áreas y dependencias de la entidad, se puedan generar hechos que vulneren el régimen jurídico aplicable y, como consecuencia, el detrimento del patrimonio público.

1. DEFINICIÓN DE POLÍTICA DE PREVENCIÓN DEL DAÑO ANTIJURIDICO

El artículo 90
 de la Carta Política consagra el principio de la responsabilidad patrimonial del Estado por los daños antijurídicos que le sean imputables. En tal virtud, es responsabilidad del Estado no sólo el resultado de una actividad irregular o ilícita, sino también el ejercicio de una actuación regular o lícita, pues lo relevante es que se cause injustamente un daño a una persona.

Así las cosas, el Estado debe responder patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables en razón de la acción u omisión de las autoridades públicas. 

Con base al concepto anterior, la política de prevención del daño antijurídico debe conllevar a la solución de problemas administrativos que generan litigiosidad e implica el uso de recursos públicos para reducir los eventos generadores de daño antijurídico, donde se identifican los hechos a prevenir y así se generen políticas de prevención en aquellos casos que generan mayor litigiosidad y pagos por la Entidad por concepto de condenas en su contra. 

Es así como la Subdirección de Asuntos Legales de la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE SERVICIOS PÚBLICOS UAESP, Entidad del orden Distrital del Sector Descentralizado por Servicios de carácter eminentemente técnico y especializado, con personería jurídica, autonomía administrativa y presupuestal y con patrimonio propio, adscrita a la Secretaría Distrital del Hábitat, entidad resultante de la transformación ordenada en el Artículo 113 del Acuerdo Distrital No.257 de 2006, organizada conforme al artículo 116 del precitado Decreto, en ejercicio de la facultad de representación judicial y extrajudicial, conferida en el Acuerdo 01 y 04 de 2008 y 01 de 2012 del Consejo Directivo de la Unidad Administrativa Especial de Servicios Públicos, así como las facultades otorgadas por la Resolución 025 y 056 de 2016, identificó las demandas más recurrentes para que el Comité de Conciliación y Defensa Judicial formulará las políticas de prevención del daño, bajo los siguientes criterios: 

1. Poner a consideración de toda la estructura directiva de la organización administrativa las causas que originan litigios, analizando dichas causas y el motivo de que sean frecuentes. 

2. Buscar solución a la problemática y que dicha propuesta sea implementada en la organización y particularmente por los grupos que conocen la situación que está generando dificultades. 

3. La solución propuesta debe ser objeto de discusión y consenso de las partes que puedan estar involucradas en los hechos u omisiones generadoras de daño antijurídico. 

4. La solución requiere de la existencia de cambios organizacionales y de la institucionalización de procedimientos que garanticen que no vuelva a repetirse el daño. 

Lo anterior requiere de una técnica especial fundamentada en métodos de investigación, como los siguientes: 

1) Buscar puntos que generen problemas y relacionar las posibles causas 

2) Identificar las causas y formular medidas para corregir las causas 

3) Implementar las medidas e institucionalizarlas 

Para que finalmente, la administración apruebe las medidas a través del Comité de Conciliación y Defensa Judicial
, posteriormente se implementen y finalmente se verifique si las mismas fueron las adecuadas para la prevención del daño antijurídico.  

2. METODOLOGÍA PROPUESTA PARA LA FIJACIÓN E IMPLEMENTACIÓN DE POLÍTICAS DE DAÑO ANTIJURÍDICO EN LA UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE SERVICIOS PÚBLICOS UAESP. 

Teniendo en cuenta la instrucción dada a la Unidad por la Entonces Subdirección Distrital de Defensa Judicial y Prevención del Daño Antijurídico de la Secretaría General hoy Dirección de Defensa Judicial y Prevención del Daño Antijurídico de la Dirección Jurídica de la Alcaldía Mayor de Bogotá D.C., mediante radicado 2016-601-012479-2 de 9 de junio de 2016, respecto que las Oficinas Jurídicas de las Entidades como los Comités de Conciliación, pueden emitir políticas de prevención del daño antijurídico y de defensa judicial de manera autónoma, siempre y cuando estas cuenten con un diagnóstico litigioso (inventario de causas de daño antijurídico imputable a la entidad), o un cambio legislativo o judicial, que evidencien la necesidad de adoptar políticas orientadas al mejoramiento y fortalecimiento de actividades administrativas y/o gestión judicial, propias de la misionalidad de la Entidad que lo requiera, por ello la metodología a aplicar es la relacionada a continuación: 

2.1 CLASIFICACIÓN DE LAS CAUSAS DE LAS DEMANDAS

En esta parte se clasifican las demandas más recurrentes que se han interpuesto contra la Entidad, para establecer cuáles son los hechos de las reclamaciones y los argumentos expuestos por los demandantes para emprenderlas en contra de la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE SERVICIOS PÚBLICOS UAESP.

Con base en los hechos, se clasifican y agrupan el tipo de acción judicial que pueden emprender los administrados dando cuenta del número de reclamaciones y de los montos solicitados. 

Este proceso se realiza clasificando los hechos en distintos tipos de acción judicial, tomando como guía la clasificación de las causas de la demanda. 
Una vez clasificadas las reclamaciones, se establecen las causas de las demandas más relevantes, para con base a ellos el Comité de Conciliación y Defensa Judicial defina los asuntos que serán susceptibles de formulación de una política de prevención del daño antijurídico. 

2.2 IDENTIFICACIÓN DE LAS CAUSAS DE LA DEMANDA, LOS CASOS DONDE SE REQUIERA CORREGIR PROBLEMAS Y DISEÑAR MEDIDAS. 
En esta parte, se identificarán los problemas y determinará el caso que las originan, buscando las falencias administrativas o misionales que se generan, identificando el error cometido al interior de la Entidad. 

En este análisis se definirán falencias reiteradas que ocasionan riesgo de litigiosidad, organizándolas de tal forma que se prioricen las que resulten o puedan resultar en el mayor número de reclamaciones. 

Al final, se contará con un grupo de causas que necesariamente requieran la solución de problemas dentro de la Entidad que las políticas de prevención deben resolver. 
La identificación de las falencias administrativas que generan demandas permite determinar si las reclamaciones hechas a la Entidad son prevenibles o no, si se originan por fallas internas de la Entidad en cualquiera de sus procesos, entonces la reclamación será prevenible a través de cambios institucionales o si por el contrario es ajeno a la organización, no pudiendo ser prevenibles por la Entidad. 

Estas causas primarias deben ser conocidas por el Comité de Conciliación y Defensa Judicial de la Entidad, para establecer si se debe desarrollar alguna alternativa para reducirla y así dar una solución. 

Posteriormente se diseñan las medidas para corregir el problema que se constituye en una política pública cuyo fin es la prevención del daño antijurídico generado por la causa encontrada,  cuyo objeto es solucionar un problema que incluya medidas que mitiguen o resuelvan la causa primaria del mismo. 

Debe quedar explicito el responsable de la implementación de la política de prevención, medidas que deben ser adoptadas por la Entidad a través de resolución.

2.3 IMPLEMENTACIÓN DE LAS MEDIDAS CORRECTIVAS E INSTITUCIONALIZACIÓN DE LAS MISMAS. 

Lista la política de prevención del daño, el Comité de Conciliación y Defensa Judicial establecerá la dependencia encargada de implementarla e institucionalizarla al interior de la Unidad, ello teniendo en cuenta que fue en dicha dependencia donde se generó. 

La estrategia de implementación de la política de prevención incluye su divulgación a todas las  de la Entidad, para que los servidores públicos la conozcan, mediante campañas de divulgación y capacitación.

La institucionalización comprende la expedición de un acto administrativo mediante el cual se adopten las politicas de prevención del daño antijurídico, para que esta se convierta en una más de las políticas que la Entidad aplica en su quehacer misional o administrativo, convirtiéndose en parte de las acciones cotidianas de los servidores públicos de la Entidad. 

2.4 CONCLUSIONES
Con base en las anteriores indicaciones se busca promover el desarrollo de una cultura proactiva de la gestión del daño antijurídico al interior de la Unidad, mediante la identificación de los hechos generadores de daño antijurídico que incluya una completa indagación sobre las deficiencias administrativas o misionales de la Entidad que están generando reclamaciones en su contra y exponiendo el proceso para la formulación, evaluación e institucionalización de acciones que se deben adoptar para reducir los riesgos y costos de enfrentar un proceso judicial, buscando contribuir a la reducción de demandas en contra de la Entidad en el mediano plazo y a la disminución de condenas en contra de la Entidad. 
3. DEFINICIÓN DE LA CAUSA PRIMARIA DEL DAÑO ANTIJURÍDICO DE LA UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE SERVICIOS PÚBLICOS UAESP
Como ya se mencionó, la Constitución Política de 1991 establece la responsabilidad patrimonial del Estado, refrendada normativamente dentro del ordenamiento jurídico superior como cláusula general de conformidad con la cual “El Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas.  En el evento de ser condenado el Estado a la reparación patrimonial de uno de tales daños, que haya sido consecuencia de la conducta dolosa o gravemente culposa de un agente suyo, aquél deberá repetir contra éste”. (Art. 90).

Es entonces en este contexto normativo que cobra relevancia la prevención del daño antijurídico como política de la administración pública, al punto que su formulación e implementación constituyen un deber funcional asignado fundamentalmente a los órganos directivos de las entidades públicas Distritales a través del Comité de Conciliación y Defensa Judicial que, también por mandato legal expreso, deben ser constituidos en tales entidades.

En efecto, el Decreto 1716 de 2009 compilado en el Decreto 1069 del 26 de mayo de 2015
 y recogido en el Decreto Distrital 690 de 2011, disponen que las normas sobre comités de conciliación son de obligatorio cumplimiento para las entidades de derecho público, los organismos públicos del orden nacional, departamental, distrital, los municipios que sean capital de departamento y los entes descentralizados de estos mismos niveles (Art. 15); normas dentro de las cuales se encuentran precisamente la que señala al Comité como instancia administrativa que actúa como sede de estudio, análisis y formulación de políticas sobre prevención del daño antijurídico y defensa de los intereses de las políticas sobre prevención del daño antijurídico y defensa de los intereses dela entidad (Art. 16), correspondiéndole por tanto cumplir con la función de formular y ejecutar políticas de prevención del daño antijurídico (Art. 19 num.1).

Es así que el Decreto 654 de 2011 "Por el cual se adopta el Modelo de Gerencia Jurídica Pública para las entidades, organismos y órganos de control del Distrito Capital.", establece aspectos de relevancia para la construcción de políticas de prevención del daño antijurídico, señalando varias etapas
 para la definición de las políticas de prevención del daño antijurídico, las cuales comprenden: Sensibilización, diagnosis del comportamiento de la entidad en materia de responsabilidad por daño antijurídico, inventario de causas de daño antijurídico imputable a la entidad, elaboración de un mapa de fuentes de daño antijurídico, formulación e implementación de estrategias de fortalecimiento, seguimiento y retroalimentación.

Lo anterior permite entender un claro mandato legal a cargo de las entidades públicas distrital de orientar sus esfuerzos en la labor preventiva, puesto que esta puede contribuir a la reducción del índice de ligitiosidad a partir del mejoramiento de la gestión de los intereses y asuntos públicos que pueda en llegar a ser generadores de eventos de responsabilidad patrimonial.

A partir de lo anterior, procederemos a elaborar de manera efectiva las políticas de prevención del daño antijurídico, sobre las causas de litigios recurrentes y las condenas resueltas en contra de la Unidad Administrativa Especial de Servicios Públicos UAESP. 

3.1 Clasificación de las causas de las demandas interpuestas contra la Unidad Administrativa Especial de Servicios Públicos UAESP.
Para definir las causas de las demandas objeto de la política de prevención, la Subdirección de Asuntos Legales, tuvo en cuenta las demandas en las cuales actúa la Unidad en la vigencia 2015 y 2016, encontrándose lo siguiente: 


	DAÑO DE ACUERDO A LAS CAUSAS DE LA DEMANDA
	NUMERO DE RECLAMACIONES CON LA MISMA CLASIFICACION
	%

	ACCIÓN DE GRUPO
	2
	1,08%

	ACCIÓN POPULAR
	10
	5,38%

	CONTRACTUAL Y ARBITRAMENTO
	36
	19,35%

	DESLINDE Y AMOJONAMIENTO
	1
	0,54%

	EJECUTIVO
	15
	8,06%

	EXPROPIACIÓN
	36
	19,35%

	NULIDAD SIMPLE
	1
	0,54%

	NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO
	1
	0,54%

	ORDINARIO LABORAL
	53
	28,49%

	PENAL
	17
	9,14%

	REPARACIÓN DIRECTA
	10
	5,38%

	REPETICIÓN
	3
	1,61%

	SERVIDUMBRE
	1
	0,54%

	TOTAL
	186
	100,00%






De lo anterior, se puede percibir que el porcentaje mayor de demandas representada en un 28,49%, corresponde a procesos laborales en los cuales está vinculado la Unidad en calidad de solidaridad, teniendo en cuenta que las mismas son iniciadas por trabajadores de empresas contratistas de la Entidad, vale advertir que los Contratos establecen la cláusula de indemnidad laboral. 

Por otro lado, tenemos en 19,35%, los procesos de expropiación que son interpuestos contra la Unidad, para la expropiación de predios necesarios para el cumplimiento de las funciones misionales. 

Tenemos de igual forma, un porcentaje del 17,2% representado en acciones contractuales iniciadas contra la Unidad, así como otras en contra, necesarias de revisar en el presente análisis, las cuales en algunos casos tiene relación con los procesos penales que representa un 9,14% y los procesos ejecutivos con un porcentaje de 8,06%. 

Las demás acciones ante la Jurisdicción Contencioso Administrativo reflejan un porcentaje reducido que no alcanzan, sumados el 2%, sin embargo, en acciones constitucionales tenemos del total de procesos un 6%. 
Con relación al valor económico que implica una condena en contra de la Unidad, tenemos:






	Daño de acuerdo a las causas de la demanda
	suma de los montos solicitados por la misma causa de acuerdo a clasificación
	%

	ACCIÓN DE GRUPO
	107.339.900 
	0,04%

	ACCIÓN POPULAR
	- 
	0,00%

	CONTRACTUAL Y ARBITRAMENTO
	- 
	0,00%

	DESLINDE Y AMOJONAMIENTO
	 25.000.000 
	0,01%

	EJECUTIVO
	191.715.499.895 
	74,56%

	EXPROPIACIÓN
	418.708.354 
	0,16%

	NULIDAD SIMPLE
	- 
	0,00%

	NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO
	18.500.000.000 
	7,19%

	ORDINARIO LABORAL
	729.486.158 
	0,28%

	PENAL
	369.965.917 
	0,14%

	REPARACIÓN DIRECTA
	44.348.046.064 
	17,25%

	REPETICIÓN
	917.682.069 
	0,36%

	SERVIDUMBRE
	- 
	0,00%

	TOTAL
	257.131.728.357 
	100,00%




Ahora bien, detallado lo anterior, procederemos a relacionar las causas de la demanda, teniendo en cuenta el tipo de acción o medio de control respectivo: 


	DAÑO DE ACUERDO A LAS CAUSAS DE LA DEMANDA
	RESUMEN DE LOS HECHOS

	ACCIÓN DE GRUPO
	Indemnización:
Por error en la errónea aplicación del sistema tarifario
Por actividad hornos de cremación. 

	ACCIÓN POPULAR
	Vulneración de derechos e intereses colectivos por: Falta de obras para mitigar deslizamientos
Prestacion del servicio de alumbrado en áreas privadas
Residuos generados por habitantes en áreas de invasión
Residuos y escombros dispuestos en áreas prohibidas
Estado de los monumentos
Desconocimiento de normas constitucionales en tarifas del servicio de aseo y forma de estructuración de la bolsa del esquema general de aseo
Falta de cobro por sumas adeudadas por CODENSA
Afectación por implementacion del nuevo esquema de aseo.

	CONTRACTUAL Y ARBITRAMENTO
	Nulidad imposicion de multa
Nulidad de la liquidacion unilateral
Liquidación judicial por extinción del término para liquidar de comun acuerdo o unilateralmente
Nulidad de liquidacion de mutuo acuerdo contrato de obra
Declaracion de vinculo contractual y pago de saldos insolutos
Nulidad de declaratoria de siniestro por incumplimiento
Aplicación/inaplicación cláusulas de reversión
Incumplimiento de pago de IVA en convenio
Vulneración de debido proceso en actuación administrativa sancionatoria
Adjudicación de licitación, contrato y concurso de méritos
Imposición de multa por incumplimiento
Salvedades en liquidación
Devolucion por descuento
Nulidad de las declaraciones de incumplimiento
Declaración de tipo de contrato distinto del considerado inicialmente
Incumplimiento de contrato;
No aplicación cláusula de Reversion.

	DESLINDE Y AMOJONAMIENTO
	Deslinde y amojonamiento de predio por servidumbres de energía eléctrica en predios de la UAESP

	EJECUTIVO
	Derivado de laudo arbitral
Por liquidación unilateral
Por convenio interadministrativo
Por acto administrativo
Valor asegurado por ocurrencia del siniestro
Pago de facturas
Por imposición de multas

	EXPROPIACIÓN
	Predios necesarios para ampliación de áreas de prestación de servicios misionales

	NULIDAD SIMPLE
	Solicita nulidad que modifica acuerdo de la EAAB

	NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO
	Solicita nulidad sanción Superintendencia de Industria y Comercio

	ORDINARIO LABORAL
	En solidaridad por trabajadores de empresas contratistas
Contrato realidad

	PENAL
	Prevaricato por acción/omisión
Contaminación ambiental
Falsedad en documentos
Interés indebido en la celebración de contratos
Conductas indebidas (corrupción) "cartel de contratacion"
Dineros de anticipos
Irrespeto a cadáveres
Irregularidades contractuales
Fraude a resolución judicial
Fraude procesal
Daño en bien ajeno
Daño a bien de uso publico
Celebracion indebida de contratos;
Estafa agravada. 

	REPARACIÓN DIRECTA
	Responsabilidad:
Solidaria por accidente con vehículo de concesionario
Caida de ciudadano a un hueco
Accidente de tránsito
Ocupación de predios para atender contingencias

	REPETICIÓN
	Por pago a funcionario desvinculados de manera irregular
Pago realizados por actos que son responsabilidad de concesionarios 

	SERVIDUMBRE
	Prescripcion adquisitva de servidumbre en predio de la UAESP





Lo anterior, sirve de base para el análisis de las conductas antijurídicas en las que podría estar incurriendo la Unidad y que serían objeto de problemática para efectos de identificar los problemas con el fin de adoptar medidas correctivas que prevengan el daño antijurídico. 
3.2 Identificación de problemas planteado en las demandas interpuestas contra la Unidad Administrativa Especial de Servicios Públicos UAESP.
Para efectos de identificar el problema planteado en las demandas interpuestas en contra la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE SERVICIOS PÚBLICOS UAESP, la Subdirección de Asuntos Legales elaboró un diagnostico producto de análisis de aspectos previamente establecidos, como identificar los hechos similares demandados, resumen de los hechos y cuantía de las pretensiones, para efectos de formular la política de prevención, partiendo de las causas que pueden ser prevenibles. 

En esta oportunidad elaboramos un diagnóstico que permita poner en conocimiento del Comité de Conciliación y Defensa Judicial, la problemática específica a fin de priorizar la formulación de la política en la atención de las causas determinantes de la misma.

Con este propósito se estudiaron las demandas recurrentes instauradas en contra de la entidad durante el último año a fin de identificar las alertas sobre comportamientos de la Entidad o terceros que estén generando reclamaciones.  Los hechos de las demandas contienen información relevante para determinar actuaciones erróneas de los funcionarios de una entidad.

Esto no implica que los hechos relatados en las demandas sean ciertos, se entiende que durante el proceso estos hechos deberán ser probados y también que la entidad puede ganar el proceso y demostrar que no genero el daño alegado.  Sin embargo, las demandas tienen la función de alertar y mostrar a los responsables de los procesos misionales, administrativos o de otro tipo las posibles falencias en su actuación.

Es así como se realizaron las indagaciones pertinentes encontrándose como causas de demandas más recurrentes, las siguientes: 

	DAÑO DE ACUERDO A LAS CAUSAS DE LA DEMANDA
	RESUMEN DE LOS HECHOS
	PROBLEMA IDENTIFICADO

	ACCIÓN DE GRUPO
	Indemnización:
Por error en la errónea aplicación del sistema tarifario
Por actividad hornos de cremación. 
	No hay lugar a identificar el problema ya que los hechos de dichas acciones tienen relación a asuntos que nos son competencia directa de la unidad, teniendo en cuenta que la aplicación de metodología tarifaria corresponde a los operadores de aseo y lo relativo al cumplimiento de las obligaciones ambientales en los hornos crematorios de los cementerios del distrito corresponde al concesionario

	ACCIÓN POPULAR
	Vulneración de derechos e intereses colectivos por: Falta de obras para mitigar deslizamientos
Prestación del servicio de alumbrado en áreas privadas
Residuos generados por habitantes en áreas de invasión
Residuos y escombros dispuestos en áreas prohibidas
Estado de los monumentos
Desconocimiento de normas constitucionales en tarifas del servicio de aseo y forma de estructuración de la bolsa del esquema general de aseo
Falta de cobro por sumas adeudadas por CODENSA
Afectación por implementación del nuevo esquema de aseo.
	El problema identificado es que el usuario no está suficientemente ilustrado de las funciones de la entidad, labor que podría desarrollar en la unificación de posiciones y criterios institucionales

	CONTRACTUAL Y ARBITRAMENTO
	Nulidad imposición de multa
Nulidad de la liquidación unilateral
Liquidación judicial por extinción del término para liquidar de común acuerdo o unilateralmente
Nulidad de liquidación de mutuo acuerdo contrato de obra
Declaración de vínculo contractual y pago de saldos insolutos
Nulidad de declaratoria de siniestro por incumplimiento
Aplicación/inaplicación cláusulas de reversión
Incumplimiento de pago de IVA en convenio
Vulneración de debido proceso en actuación administrativa sancionatoria
Adjudicación de licitación, contrato y concurso de méritos
Imposición de multa por incumplimiento
Salvedades en liquidación
Devolución por descuento
Nulidad de las declaraciones de incumplimiento
Declaración de tipo de contrato distinto del considerado inicialmente
Incumplimiento de contrato;
No aplicación cláusula de Reversión.
	El problema identificado es la falta de aplicación estricta de las normas de contratación pública en los procesos contractuales iniciados por la entidad.

	DESLINDE Y AMOJONAMIENTO
	Deslinde y amojonamiento de predio por servidumbres de energía eléctrica en predios de la UAESP
	No hay lugar a establecer problema ya que el objeto de fondo del proceso es la servidumbre de energía eléctrica y no corresponde a las funciones misionales de la entidad.

	EJECUTIVO
	Derivado de laudo arbitral
Por liquidación unilateral
Por convenio interadministrativo
Por acto administrativo
Valor asegurado por ocurrencia del siniestro
Pago de facturas
Por imposición de multas
	Teniendo en cuenta que las acciones ejecutivas son iniciadas en virtud de los procesos contractuales el problema identificado es falta de aplicación estricta de las normas de contratación pública en los procesos contractuales iniciados por la entidad.

	EXPROPIACIÓN
	Predios necesarios para ampliación de áreas de prestación de servicios misionales
	No hay lugar a identificar un problema teniendo en cuenta que las acciones son iniciadas por la Unidad para el cumplimiento de las funciones misionales.

	NULIDAD SIMPLE
	Solicita nulidad que modifica acuerdo de la EAAB
	No hay lugar a identificar problema ya que el acto materia de nulidad no fue proferido por la Unidad.

	NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO
	Solicita nulidad sanción Superintendencia de Industria y Comercio
	No hay lugar a identificar un problema porque la Unidad está atacando un acto sancionatorio que considera no ajustado a la constitución y la ley.

	ORDINARIO LABORAL
	En solidaridad por trabajadores de empresas contratistas
Contrato realidad
	No hay lugar a identificar un problema porque la Unidad es ajena a las relaciones laborales de quienes contratan con ella, en donde hay cláusulas de indemnidad laboral. 

	PENAL
	Prevaricato por acción/omisión
Contaminación ambiental
Falsedad en documentos
Interés indebido en la celebración de contratos
Conductas indebidas (corrupción) "cartel de contratación"
Dineros de anticipos
Irrespeto a cadáveres
Irregularidades contractuales
Fraude a resolución judicial
Fraude procesal
Daño en bien ajeno
Daño a bien de uso público
Celebración indebida de contratos;
Estafa agravada. 
	No hay lugar a identificar un problema porque son derivadas de las señaladas para las acciones contractuales.

	REPARACIÓN DIRECTA
	Responsabilidad:
Solidaria por accidente con vehículo de concesionario
Caída de ciudadano a un hueco
Accidente de tránsito
Ocupación de predios para atender contingencias
	El problema identificado es que el usuario no está suficientemente ilustrado de las funciones de la entidad, labor que podría desarrollar en la unificación de posiciones y criterios institucionales. 
El problema a identificar es falta de una posición uniforme de la entidad para atender los requerimientos en los cuales el particular considera que se le genero un daño.

	REPETICIÓN
	Por pago a funcionario desvinculados de manera irregular
Pago realizados por actos que son responsabilidad de concesionarios 
	No hay lugar a establecer problema porque son iniciados por la entidad.

	SERVIDUMBRE
	Prescripción adquisitiva de servidumbre en predio de la UAESP
	No hay lugar a establecer problema ya que el objeto de fondo del proceso es la servidumbre de energía eléctrica y no corresponde a las funciones misionales de la entidad


Del análisis anterior, se puede concluir que la mayoria de los problemas se suscritan en la falta de unificación de posiciones y criterios juridicos al interior de la Entidad, así como la necesidad de aplicación estricta de normas de contratación pública en los procesos contractuales que adelanta la Unidad, por ende las politicas de prevención del daño antijuridico frente a los procesos judiciales en los cuales actúa la Unidad, se suscitarán en ese sentido. 

3.3 DISEÑO DE LAS POLÍTICAS DE PREVENCIÓN DEL DAÑO ANTIJURÍDICO EN LA Unidad Administrativa Especial de Servicios Públicos UAESP.
En esta oportunidad se establecerán las medidas para corregir el problema y ésta se constituya en una política para la prevención del daño antijurídico generado por la causa encontrada que, pretende solucionar un problema que incluya medidas que mitiguen o resuelvan la causa primaria del mismo. 

Para la formulación de políticas de prevención del daño antijurídico, se revisaron las debilidades o falencias de la Entidad que están dando origen a las reclamaciones por tales hechos y en el establecimiento de dicha política quedará explicito el responsable de la implementación de la política de prevención quien posteriormente la implementará y la socializará al interior de la Unidad: 

3.3.1 POLITICA DE UNIFICACIÓN DE POSICIONES Y CRITERIOS INSTITUCIONALES. 
Responsable: Subdirección de Asuntos Legales. 
Lo primero que hay que mencionar es que está política ya fue objeto de aprobación por parte del Comité de Conciliación y Defensa Judicial de la UAESP en el año 2014, sin embargo, no fue objeto de implementación, puesta en marcha y verificación del cumplimiento de las políticas, por ende, se coloca nuevamente a consideración de los miembros del Comité. 

Para la fijación e implementación de dicha política, resulta necesario que todo el personal vinculado a la Unidad Administrativa Especial de Servicios Públicos, se ciña para el trámite de cualquier elaboración de concepto, contestación de petición, emisión de actos, políticas y resolución de situaciones fácticas y jurídicas a lo siguiente:
UNIFICACIÓN DE POSICIONES Y CRITERIOS INSTITUCIONALES

La unificación es el uso y utilización de concepciones, posiciones y criterios institucionales únicos que prevén la garantía de la identidad ideológica, unidad de criterio y la seguridad jurídica institucional, al generar posiciones precisas que no se contraríen con aquellas que resuelvan situaciones fácticas y jurídicas similares, sobre las que puedan aplicarse además los mismos criterios de ponderación y razonamiento ya generados en ocasión precedente a situación en concreto. Así mismo cuando con aquella, se permite el amparo de los principios de celeridad y economía, justamente en la elaboración de un concepto, contestación de petición, emisión de actos, políticas y resolución de situaciones, al partir de una noción preestablecida, sin que ello implique por supuesto el desconocimiento de la particularidad que cada situación merece, como menos lo dispuesto en el artículo 28 de Ley 1437 del 2011.

ACTOS OBJETO DE UNIFICACIÓN
Para todos los efectos, la unificación de posiciones y criterios institucionales deberá aplicarse a los siguientes:

1) Emisión de actos (Resoluciones, Circulares, Directivas, Memorandos) 

2) Políticas Institucionales 

3) Resolución de situaciones

4) Contestación de peticiones

5) Elaboración de Conceptos
*Aunque para los efectos jurídicos se entiende por acto administrativo toda aquella resolución o manifestación de la Administración que genera efectos jurídicos, valga precisar que no todos en su forma, trámite y definición son los mismos, por lo que se hace necesario discriminar cada uno de ellos. 

TRÁMITE
En relación con los establecidos en los numerales 4, 5 y 6 será necesario acudir a lo dispuesto en dispuesto en el Título II de los Capítulos I y II de la Ley 1437 del 2011 y las normas internas de la Unidad Administrativa Especial UAESP frente a la atención de derechos de petición. 

En relación a lo dispuesto en el numeral 5 del presente documento, deberá estarse a lo dispuesto además de lo establecido anteriormente, a lo específicamente dispuesto en el capítulo IV
 del Decreto Distrital No. 654 del 2011.  

En concordancia con lo anterior, especialmente lo establecido en los numerales 33.3 y 33.4 del artículo 33 ibídem, será necesario que a la hora de emitir cualquier concepto se tengan en cuenta los ya emitidos anteriormente, y que en caso de corresponder en forma alguna con la situación a resolver se tome como insumo, debiéndose en todo caso citar en la respuesta del caso. Valga reiterar que, si un concepto nuevo modifica cualquier posición anterior, deberá dejarse constancia de ello y las razones por las que se hace. 
Para conocer de los conceptos emitidos deberá contarse con una base de datos única en cada una de las áreas, manipulada exclusivamente por una persona a fin de garantizar la garantía de la información.

CRITERIOS PARA UNIFICACIÓN

1. Análisis de la situación Fáctica, Técnica y Jurídica: Para la aplicación de las posiciones o criterios que unifiquen los de la Unidad Administrativa Especial de Servicios Públicos, deberán analizarse con detenimiento las circunstancias en las que se desarrolla la situación en concreto, así como las de orden técnico y jurídico para el caso en que así se requieran, a fin de verificar si en efecto, obra similitud en las circunstancias o es posible aplicar un mismo criterio objetivo que dé solución al caso.

2. Aplicabilidad al caso objeto de concepto: Para la aplicabilidad del concepto al caso que se demande, habrá de tenerse en cuenta además de la similitud en las circunstancias fácticas, técnicas y jurídicas, la verificación de elementos que: A) Guarden relación, B). Congruencia y C) Competencia orgánica y funcional con la situación a dar solución.

3. Vigencia de la Posición y Criterio a aplicar: Para la aplicación de las posiciones o criterios que unifiquen los de la Unidad Administrativa Especial de Servicios Públicos, deberán tenerse en cuenta la vigencia de aquellos que pretendan utilizarse para la resolución de la situación, a fin de no aplicar aspectos que se encuentren en desuso, derogados o fuera del ordenamiento jurídico. 
4. Primacía de los principios Constitucionales: Para la aplicación de cualquier posición o criterio institucional, deberán primar los principios constitucionales más allá de cualquier otra noción de carácter legal, técnica o fáctica que se hubiere plasmado.
BASE ÚNICA DE CONCEPTOS
Para estos efectos de lo anterior, bajo la coordinación de la Oficina de Tic y el apoyo del área Gestión Documental, deberá elaborase una base de datos única o aplicativo de conceptos, en los que cada área aloje los de su competencia, y específicamente por un funcionario designado y bajo la supervisión del superior inmediato. Base de datos o aplicativo en la que por índice de temas sea acceso público y de obligatoria consulta previa para la emisión de cualquier posición institucional.

Allí serán alojados todos los conceptos emitidos por cada una de las áreas sin considerar cualquier clase de reserva u otro particular, excepto que aquel sea fruto de petición a los que alude el artículo 24 de la Ley 1437 del 2011, en relación con los documentos que se consideren reservados. En dicha base de datos se alojarán únicamente los conceptos que hubiesen cumplido todos los trámites formales de firma, radicación u otros de conformación definitiva, y únicamente en versión en formato PDF. 

Para la materialización de lo anterior, cada área, la oficina de tecnologías de la información y el área de Gestión Documental, contarán con el plazo máximo de (3) meses contados a partir de la emisión de la presente.

Para todos los efectos lo dispuesto en precedencia es de obligatorio cumplimiento.

3.3.2 POLITÍCA DE APLICACIÓN ESTRICTA DE LAS NORMAS DE CONTRATACIÓN PÚBLICA EN LOS PROCESOS CONTRACTUALES QUE ADELANTE LA UNIDAD. 

Responsables: Subdirección de Asuntos Legales, Subdirección Administrativa y Financiera y Oficina de TI. 

De acuerdo con el artículo 3 de la Ley 80 de 1993, la contratación estatal tiene como fin, “la continua y eficiente prestación de los servicios públicos y la efectividad de los derechos e intereses de los administrados que colaboran con ellas en la consecución de dichos fines”. 

Al efecto, el legislador dispuso que las actuaciones contractuales de las entidades estatales deben supeditarse al cumplimiento de los principios de la contratación estatal. 

El principio de transparencia
 dispone que la selección de los contratistas debe “edificarse sobre las bases de i) la igualdad respecto de todos los interesados; ii) la objetividad, neutralidad y claridad de la reglas o condiciones impuestas para la presentación de las ofertas; iii) la garantía del derecho de contradicción; iv) la publicidad de las actuaciones de la administración; v) la motivación expresa, precisa y detallada del informe de evaluación, del acto de adjudicación o de la declaratoria de desierta; vi) la escogencia objetiva del contratista idóneo que ofrezca la oferta más favorable para los intereses de la administración”.

Con el objetivo de limitar la discrecionalidad del administrador público, se impone el cumplimiento de requisitos y procedimientos que garantizan la selección de la mejor propuesta para satisfacer el objeto del contrato a suscribir. En este orden de ideas, la suscripción del contrato debe estar precedida, de acuerdo con la letra del artículo 24 de la Ley 80 de 1993 de un proceso de licitación o concurso público y, excepcionalmente, de un proceso de contratación directa. 

En consideración a lo anterior, resulta pertinente fijar como políticas dentro de los procesos contractuales que adelante la Entidad, las siguientes: 
· Actualización permanente del manual de contratación adoptado por la entidad.

· Realización de charlas de capacitación y actualización a los intervinientes en la actividad contractual. 

· Que las iniciativas contractuales que lo requieran sean sometidas a revisión por parte del comité de contratación el cual efectúa recomendaciones sobre la viabilidad jurídica, financiera y técnica de los temas sometidos a discusión.   

· Que la designación de los miembros que componen los comités evaluadores de propuestas sea a través de acto administrativo, indicando con claridad las responsabilidades y obligaciones que se asumen en virtud de este rol.

· En aquellos procesos de selección de importancia estratégica, se debería realiza una solicitud de acompañamiento preventivo por parte de los entes de control.

Adicional a lo anterior, a pesar que no se generan con ocasión de procesos judiciales, resulta pertiente de igual forma fijar las siguientes politicas de prevención del daño antijurídico:  

3.3.3 DERECHOS DE LAS MUJERES Y VIOLENCIA DE GÉNERO. 

Responsable: Subdirección de Asuntos Legales.  

De conformidad con el precitado Decreto Distrital No. 654 de 2011, en donde los criterios fundamentales del modelo de gerencia jurídica pública se desarrollan sobre dos ejes fundamentales inescindibles, tales como la prevención del Daño Antijurídico y la Defensa Judicial, resulta oportuno que con fundamento en lo establecido en la Constitución Nacional
, la Ley 1257 de 2008
, la Circular 045 de 2016 emitida por la Secretaría general de la Alcaldía Mayor de Bogotá D.C., y el Decreto Nacional 1716 de 2009, a través del Comité de Defensa Judicial y Conciliación de la Unidad, se proceda a establecer Políticas de prevención de afectaciones negativas, que repercutan tanto al interior de la Entidad, como en las estrategias de defensa judicial utilizadas en el devenir litigioso. 

En tal medida, los sistemas de gestión, orientación y control en el ámbito jurídico que constituyen el modelo de gerencia pública en la Administración distrital
, demandan estar a la altura de las realidades que sobrevienen con los cambios sociales y las dinámicas propias del universo jurídico. Es así que aunque desde la promulgación de la Ley 51 de 1981, el Estado Colombiano adoptara la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (Cedaw), como lo mismo hiciera con la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer "Convención de Belém do Pará” a través de la Ley 248 de 1995, entre otras,  resulta evidente que el enfoque dado a la protección de los derechos de las mujeres y la violencia de género en Colombia, ha venido asumiendo un papel preponderante que demanda la formulación de medidas que permitan vigorizar todos los actos de gestión, inclusive los encaminados a asumir la defensa judicial dentro de las instituciones públicas.

Conforme a lo anterior, y en lo relacionado a la formulación de directrices que, enfocadas en la garantía de los derechos de las mujeres y de violencia de género que se deben ponderar dentro de las formas de defensa judicial asumida al interior de la Entidad, se propone:
· POLÍTICA. LA NO RE VICTIMIZACIÓN
: Hacer referencia a experiencias traumáticas a las que una persona o grupo social ha sido expuesto, y que pueda generar repercusiones negativas o traumáticas, sobre todo cuando, la fuerza de los argumentos se encamina a acentuar situaciones que rememoran o que reiteran la situación vivida.
· OBJETO DE LA POLÍTICA: Evitar hacer referencia a experiencias traumáticas a las que una persona o grupo social ha sido expuesto, y que puede generar repercusiones negativas o dolorosas, sobre todo cuando, la fuerza de los argumentos escritos o verbales, a la hora de asumir la defensa judicial de las Entidades, se encamina a acentuar situaciones que rememoran o que reiteran la situación vivida, por lo que se hace necesario establecer que:
a). En las argumentaciones escritas y verbales:  Se evite la relación de afirmaciones o manifestaciones que aludan a situaciones con las que, en ejercicio del derecho, hagan referencia a experiencias traumáticas que puedan generar afectaciones negativas a la mujer o personas que, por su género, históricamente han estado en condición de vulnerabilidad. 
Ante esto, lo ideal es, que, si bien la fuerza de los argumentos se encamine en la defensa de los intereses públicos, se efectúen con el cuidado objetivo que evite en la medida de lo posible, tocar esferas subjetivas que, aunque sean ventiladas con ocasión de las situaciones del litigio, sí lleguen a considerarse vulneradoras.   

b). En formas de interrogatorio: Durante las entrevistas propias del interrogatorio, deben evitarse preguntas que, en el mismo sentido, aludan a situaciones que hagan referencia a experiencias traumáticas y que puedan generar afectaciones negativas sobre quien se interroga o testimonia. 

Para tales efectos, deben evitarse cuestionamientos argumentativos encauzados a develar factores raciales, de género o debilidad manifiesta, que busquen con base en ello un desvalor diferencial.   

· POLÍTICA. ENFOQUE DIFERENCIAL
 Sustentado en el artículo 13 de la Constitución Nacional
, el Enfoque diferencial propende por efectuar análisis objetivos de las circunstancias y condiciones de los diversos actores sociales que se encuentran en desigualdad, en especial por su condición de género.
Se ha dicho que “El enfoque diferencial es entonces una forma de análisis y de actuación social y política que cumple varias tareas
: - Identifica y reconoce las diferencias entre las personas, grupos, pueblos y demás colectividades - Visibiliza situaciones particulares y colectivas de fragilidad, vulnerabilidad, discriminación o exclusión - Devela y analiza las relaciones de poder y sus implicaciones en las condiciones de vida, las formas de ver el mundo y las relaciones entre grupos y personas. - Realiza acciones para la transformación o supresión de las inequidades y de sus expresiones de subordinación, discriminación y exclusión social, política y económica - Actúa para la reivindicación y legitimación de las diferencias, desde la perspectiva de los derechos humanos
” con lo que el despliegue de la defensa judicial no puede sustraerse de dicha carga obligacional, y en tal sentido se hace necesario establecer que: 
· Objeto de la Política: Evitar el desarrollo de actuaciones judiciales, sin el previo análisis de las circunstancias y condiciones de los diversos actores sociales que se encuentran en desigualdad, y a través de lo cual, es posible, identificar como reconocer las diferencias sociales y de género, que visibilizan las situaciones de fragilidad, vulnerabilidad, discriminación o exclusión, por lo que se hace necesario establecer que:

a). En las argumentaciones escritas y verbales: Las argumentaciones, al igual que lo expuesto en el anterior numeral, deberán sopesar las circunstancias particulares de quien ejerce tanto los derechos de acción o contradicción, en particular, la condición de ser mujer u otro patrón que revele aspectos de género y sobre los cuales haya pesado una condición histórica de valoración especial por su circunstancia vulnerable.

b). En el procedimiento: Durante el procedimiento, se hace necesario verificar que el despliegue de las actuaciones, (contestar, interponer demandas, recursos etc.) se haga con base en realidades objetivas, a la luz de los preceptos propios de un Estado Social y de Derecho, más no básicamente a la luz de preceptos puramente normativos, es decir, encauzados a evitar la responsabilidad administrativa, pero con base en políticas de Estado orientadas en la garantía y respeto de los derechos de las personas, en especial de las mujeres y aquellos que por su condición de género históricamente hayan estado en condición de vulnerabilidad. 

3.3.4 RETIRO DE FUNCIONARIOS 

Responsable: Subdirección Administrativa y Financiera. 

Esta política tiene fundamento en el plan de mejoramiento que debe cumplir la Unidad ante la Controlaría de Bogotá D.C. y que fue reformulado por la Dirección General a mediados del año 2016. 
La desvinculación de los funcionarios de la Entidad, deberá acatar los requisitos legales que regulan el proceso de retiro del servicio
 para los funcionarios de la administración distrital que implica la cesación definitiva en el ejercicio de las funciones y se produce de conformidad con la Ley 909 de 2004, en su artículo 41:
ARTÍCULO 41. CAUSALES DE RETIRO DEL SERVICIO. El retiro del servicio de quienes estén desempeñando empleos de libre nombramiento y remoción y de carrera administrativa se produce en los siguientes casos:

a) Por declaratoria de insubsistencia del nombramiento en los empleos de libre nombramiento y remoción;

b) Por declaratoria de insubsistencia del nombramiento, como consecuencia del resultado no satisfactorio en la evaluación del desempeño laboral de un empleado de carrera administrativa;

c)  INEXEQUIBLE.  Reglamentado por el Decreto Nacional 3543 de 2004 Por razones de buen servicio, para los empleados de carrera administrativa, mediante resolución motivada; Sentencia de la Corte Constitucional C-501 de 2005 

d) Por renuncia regularmente aceptada;

e) Retiro por haber obtenido la pensión de jubilación o vejez;  

f) Por invalidez absoluta;

g) Por edad de retiro forzoso;

h) Por destitución, como consecuencia de proceso disciplinario;

i) Por declaratoria de vacancia del empleo en el caso de abandono del mismo; 

 j) Por revocatoria del nombramiento por no acreditar los requisitos para el desempeño del empleo, de conformidad con el artículo 5° de la Ley 190 de 1995, y las normas que lo adicionen o modifiquen;

k) Por orden o decisión judicial;

l) Por supresión del empleo;

m) Por muerte;

n) Por las demás que determinen la Constitución Política y las leyes. (…) 
Al interior de la Unidad Administrativa Especial de Servicios Públicos UAESP, deben existir los lineamientos internos para efectos del proceso de retiro del servicio a los funcionarios de la Entidad, de acuerdo a la causal que se presente conforme lo dispuesto en el artículo 41 de la Ley 909 de 2004. 

Lo anterior, para evitar la configuración de acciones judiciales y el reconocimiento de emolumentos laborales, cuando dicho retiro desconoce lo previsto legalmente.  
En consideración a lo anterior, es necesario que dentro del manual de procesos y procedimientos de la Unidad Administrativa Especial de Servicios Públicos UAESP – Sistema Integrado de Gestión SIG-, se establezca un procedimiento que regule el retiro de los funcionarios de la Entidad. 

Las anteriores políticas de prevención del daño antijurídico, deberán ser implementadas y socializadas por parte de cada área responsable de la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE SERVICIOS PÚBLICOS UAESP. 

4. ADOPCIÓN POLITICAS DE PREVENCIÓN DEL DAÑO ANTIJURIDICO 

El presente documento aprobado por los miembros del Comité de Conciliación y Defensa Judicial de la Unidad Administrativa Especial de Servicios Públicos UAESP mediante Sesión de fecha 21 de Diciembre de 2016, deberá ser adoptado mediante resolución. 
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� Artículo 49 – Decreto 654 de 2011


� Artículo 50 - Decreto 654 de 2011


� “Por medio del cual se expide el Decreto Único Reglamentario del Sector Justicia y del Derecho”.  


� ARTICULO   90. El Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas. En el evento de ser condenado el Estado a la reparación patrimonial de uno de tales daños, que haya sido consecuencia de la conducta dolosa o gravemente culposa de un agente suyo, aquél deberá repetir contra éste. 


� Artículo 16. Decreto 1716 de 2009 compilado en el Decreto 1069 del 26 de mayo de 2015. Comité de Conciliación. El Comité de Conciliación es una instancia administrativa que actúa como sede de estudio, análisis y formulación de políticas sobre prevención del daño antijurídico y defensa de los intereses de la entidad. Igualmente decidirá, en cada caso específico, sobre la procedencia de la conciliación o cualquier otro medio alternativo de solución de conflictos, con sujeción estricta a las normas jurídicas sustantivas, procedimentales y de control vigentes, evitando lesionar el patrimonio público. La decisión de conciliar tomada en los términos anteriores, por sí sola, no dará lugar a investigaciones disciplinarias, ni fiscales, ni al ejercicio de acciones de repetición contra los miembros del Comité. Artículo 19. Funciones. El Comité de Conciliación ejercerá las siguientes funciones:1. Formular y ejecutar políticas de prevención del daño antijurídico. 3. Estudiar y evaluar los procesos que cursen o hayan cursado en contra del ente, para determinar las causas generadoras de los conflictos; el índice de condenas; los tipos de daño por los cuales resulta demandado o condenado; y las deficiencias en las actuaciones administrativas de las entidades, así como las deficiencias de las actuaciones procesales por parte de los apoderados, con el objeto de proponer correctivos.


� “Por medio del cual se expide el Decreto Único Reglamentario del Sector Justicia y del Derecho”.  


� Artículo 50 - Decreto 654 de 2011


� Alcance de los conceptos. Salvo disposición legal en contrario, los conceptos emitidos por las autoridades como respuestas a peticiones realizadas en ejercicio del derecho a formular consultas no serán de obligatorio cumplimiento o ejecución.


� “Capítulo Cuarto


SOBRE LA UNIDAD CONCEPTUAL DEL DISTRITO CAPITAL.


Artículo 32. Unidad Conceptual. La unidad conceptual jurídica en el Distrito Capital se visualiza en la necesidad de la ampliación, perfeccionamiento y tecnificación de los servicios de consulta y asesoría jurídica a disposición de las entidades, organismos del distrito y en la importancia de mantener la aplicación u observancia de lo establecido en este capítulo.


Artículo 33. Emisión de Conceptos Jurídicos por las entidades y organismos distritales. Los conceptos jurídicos que emitan las entidades, organismos y órganos distritales deberán cumplir las siguientes características:


33.1. Respecto de las fuentes, deberá citar el fundamento legal y jurisprudencial.


33.2. Ser suscritos única y exclusivamente por los/las Jefes/as o los/las directores/as de las Oficinas Jurídicas, o subalternos de estas áreas que tengan dentro de sus funciones esta competencia.


33.3. Mantener la debida coordinación y unidad de criterio jurídica que debe existir en cada entidad u organismo distrital.


33.4. Si el concepto a emitir modifica una posición anterior de la entidad u organismo, se dejará expresa constancia de ello en el mismo, así como las razones por las cuales se adopta la nueva posición. Se reconstruirá la doctrina anterior a efecto de señalar en contexto los cambios en la posición.


33.5. Si el proyecto de concepto compromete la posición de dos o más entidades u organismos distritales, la encargada de su emisión coordinará su posición junto con las demás involucradas.


33.6. Indagar sobre cualquier aspecto faltante en la solicitud, buscando que la respuesta sea efectiva, así mismo verificar al interior del ente distrital, las demás peticiones que puedan existir sobre el mismo asunto o petición.


33.7. Responder a los principios de economía, celeridad, eficacia e imparcialidad, señalados en el Código Contencioso Administrativo.


33.8. Los conceptos emitidos por las Oficinas Jurídicas de las entidades y organismos distritales, a particulares o entes públicos deben ser precisos y responder de fondo las preguntas formuladas.


Parágrafo. Si como consecuencia de la emisión de un concepto surge la necesidad de tramitar un proyecto de ley o decreto de cualquier orden, la entidad u organismo interesado deberá, dentro de los quince (15) días hábiles siguientes a su expedición, proyectarlo y remitirlo a la Dirección Jurídica Distrital de la Secretaría General de la Alcaldía Mayor, que coordinará la gestión institucional en procura de lograr su viabilidad.


Artículo 34. Solicitud de conceptos jurídicos a la Secretaría General de la Alcaldía Mayor por parte de las Entidades u Organismos Distritales. Podrán solicitar concepto jurídico a la Secretaría General de la Alcaldía Mayor, los/las Jefes/as de las entidades y organismos distritales, o a través o de los/las jefes/as o directores/as de las Oficinas Jurídicas, previo el cumplimiento de los siguientes requisitos:


34.1. Las consultas deberán realizarse por escrito y contendrán una formulación clara y precisa del punto materia de cuestionamiento, duda o desacuerdo, respecto a la interpretación de un determinado texto jurídico.


34.2. La solicitud de consulta deberá acompañarse del pronunciamiento de la oficina jurídica de la correspondiente entidad u organismo distrital solicitante.


Artículo35. Solicitud de concepto jurídico por un particular. Cuando la solicitud de concepto sea elevada por un particular, ésta deberá atenderse, conforme con la especialidad del tema consultado, por el organismo o entidad distrital que deba pronunciarse de fondo, y su respectivo traslado y trámite se hará conforme a lo dispuesto en el Código Contencioso Administrativo.


Artículo 36. Solicitudes de conceptos entre entidades públicas. Cuando las entidades u organismos distritales soliciten concepto a una entidad u organismo del orden nacional o distrital, deberán remitir con la petición todos los antecedentes, indicar las posiciones debidamente sustentadas que sobre el tema hayan emitido, incluyendo la de la entidad solicitante; así como los conceptos existentes sobre la materia objeto de consulta. Copia de la consulta realizada por entidades descentralizadas deberá ser enviada a la respectiva Secretaría de Despacho cabeza de sector.


Cuando un organismo o entidad distrital reciba una solicitud de concepto sobre un tema cuya especialidad esté radicada en otro, éste se deberá remitir dentro del término de ley al ente especializado para que conceptúe de fondo.


La copia de dicho pronunciamiento deberá ser remitida en medio físico y electrónico a la Dirección Jurídica Distrital, cuando se trate de un tema de interés para varias entidades u organismos distritales, a fin que se incluya en el Régimen Legal.


Cuando la entidad u organismo que recibe el concepto, proferido por otro ente del nivel Distrital, decida apartarse del mismo, deberá informarlo a quien haya emitido el pronunciamiento, sustentando su posición.


En el evento de subsistir dudas frente al tema que motivó la solicitud, o de existir diversas interpretaciones por parte de varios organismos o entidades distritales, dicha solicitud se remitirá junto con todos los antecedentes a la Dirección Jurídica Distrital de la Secretaría General manifestando tal divergencia, a efecto de lograr su pronunciamiento.


Artículo 37. Traslado de documentos. En desarrollo de lo preceptuado en el Código Contencioso Administrativo, las entidades u organismos que opten por el traslado de la petición o consulta deberán indicar expresamente las normas legales que explican la competencia del destinatario, así como la finalidad del traslado, el cual deberá efectuarse dentro del término de ley, al ente especializado para que conceptúe de fondo.


Parágrafo 1º. Si en desarrollo de la función anterior se presenta un conflicto entre las competencias de las entidades y organismos del nivel Distrital, se deberá avisar de ello a la mayor brevedad posible a la Dirección Jurídica Distrital de la Secretaría General de la Alcaldía Mayor de Bogotá, para que la misma determine la entidad que deberá encargarse del asunto.


Parágrafo 2º. Al final de todo acto administrativo, concepto o traslado de peticiones deberán señalarse los/las servidores/as que participaron en su elaboración, revisión y aprobación, con su nombre completo.


Artículo 38. Inclusión de conceptos en el Régimen Legal de Bogotá. Una vez suscrito el concepto por la respectiva entidad u organismo distrital, deberá ser inmediatamente enviado en medio físico y magnético a la Subdirección Distrital de Estudios e Informática Jurídica de la Secretaría General de la Alcaldía Mayor, para su inclusión en el sistema de información Régimen Legal de Bogotá.


Artículo 39. Consulta al Consejo de Estado. Cuando se requiera realizar una consulta jurídica ante la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado, la entidad u organismo distrital interesado remitirá el texto de la solicitud a la Secretaría General de la Alcaldía Mayor, para que, por intermedio de ésta, el Alcalde Mayor lo remita a la Presidencia de la República o al Ministerio respectivo...


Artículo 42. Cómputo de tiempo para presentación de recursos en vía gubernativa.


En las entidades u organismos públicos del Distrito Capital, se debe entender que el horario de atención al público debe ser de mínimo 8 horas de acuerdo con lo establecido en la Ley 962 de 2005; por lo que el día hábil para procedimientos perentorios o de recursos de agotamiento de vía gubernativa, terminaría una vez se acabe el horario de atención al público, el cual deberá ser señalado por cada uno de los jefes de las entidades u organismos distritales, protegiéndose así los intereses del peticionario y de la Administración, al dar seguridad y certeza al público que será atendido durante el tiempo de la prestación del servicio.


Los trámites realizados por medios virtuales se pueden utilizar según el interés y posibilidades del interesado, pero dentro del término hábil establecido en las entidades u organismos distritales.


La presentación de documentos fuera del horario establecido para la atención del público y por medios virtuales puede ser válida tratándose de presentación de información, respuesta a requerimientos y demás documentos que no tienen término perentorio y no hagan parte del agotamiento de vía gubernativa; esto con el fin de garantizar la celeridad de la función pública.” Cursiva fuera de texto.





� CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCION TERCERA SUBSECCION C, Consejera ponente: OLGA MELIDA VALLE DE DE LA HOZ, Treinta y uno (31) de enero de dos mil once (2011), Radicación número: 25000-23-26-000-1995-00867-01(17767), Actor: CARLOS EDGAR MORENO RINCON, Demandado: DEPARTAMENTO DE CUNDINAMARCA; SECRETARIA DE HACIENDA


� Constitución Política de Colombia artículos 2, 5, 13, 16, 29, 40, 42, 43, 53, y ss.


� "Por la cual se dictan normas de sensibilización, prevención y sanción de formas de violencia y discriminación contra las mujeres, se reforman los Códigos Penal, de Procedimiento Penal, la Ley 294 de 1996 y se dictan otras disposiciones"


� Decreto Distrital 654 de 2011. "Por el cual se adopta el Modelo de Gerencia Jurídica Pública para las entidades, organismos y órganos de control del Distrito Capital."


� La revictimización hace referencia directamente a un sujeto puesto en una condición no libre ni voluntaria sino dada por el ejercicio de otro poder, que ejerce fuerza o presión. Se trata de un alguien que ha sido víctima, pero el prefijo re, nos dice de la característica de esa condición su repetición. Por lo tanto, la re-victimización es una palabra derivada que hace referencia a la experiencia que victimiza a una persona en dos o más momentos de su vida. Obtenido del sitio � HYPERLINK "http://justiciaypazcolombia.com/Los-efectos-psicosociales-de-la" �http://justiciaypazcolombia.com/Los-efectos-psicosociales-de-la�, el 15 de junio 2016. 


� El enfoque diferencial es el reconocimiento de condiciones y posiciones de los distintos actores sociales como sujetos de derecho desde una mirada diferencial de estado socioeconómico, género, etnia, discapacidad e identidad cultural, y de las variables implícitas en el ciclo vital (infancia, juventud, adultez y vejez); bajo los principios de igualdad, diversidad, participación, interculturalidad, integralidad, sostenibilidad y adaptabilidad. Tomado del sitio � HYPERLINK "http://www.hospitalvistahermosa.gov.co/web/node/sites/default/files/boletines_2012/COVE/ABRIL/ENFOQUE_DIFERENCIAL.pdf" �http://www.hospitalvistahermosa.gov.co/web/node/sites/default/files/boletines_2012/COVE/ABRIL/ENFOQUE_DIFERENCIAL.pdf�, el 15 de junio 2016.


� “El enfoque diferencial como desarrollo del principio de igualdad, en tanto trata diferencialmente a sujetos desiguales, busca proteger a las personas que se encuentren en circunstancias de vulnerabilidad o de debilidad manifiesta, de manera que se logre una verdadera igualdad real y efectiva, con los principios de equidad, participación social e inclusión.” Sentencia T-010/15, Sentencia T-025 de 2004, Auto 218 de 2006, entre otros.


� Montealegre, Diana. Urrego, Jaime. Acción sin daño. Universidad Nacional de Colombia. Bogotá, 2011 y SDIS, Secretaria técnica de discapacidad, SDH, SDS, SDP, SDCRD, Secretaria General y Alta Consejería para los derechos de las víctimas. Criterios de priorización con enfoque diferencial para la asignación de vivienda de interés prioritario. Bogotá. 2012. Cita Original del texto. 


� Alcaldía Mayor de Bogotá D.C. COMISION INTERSECTORIAL POBLACIONAL DEL DISTRITO CAPITAL- LINEAMIENTOS DISTRITALES PARA LA APLICACION DE ENFOQUE DIFERENCIAL. Diciembre de 2013. 


� Regulado por la Ley 909 de 2004 en su artículo 41.
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